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CONSEJO DE ESTADO



SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN SEGUNDA

SUBSECCIÓN B

CONSEJERA PONENTE: DRA. BERTHA LUCIA RAMÍREZ DE PÁEZ (E)

Bogotá D.C., veintiuno (21) de noviembre de dos mil trece (2013).

REF: EXPEDIENTE No. 080012331000201100254-01
NÚMERO INTERNO 0800-2013
ACTORA: ROSIRIS DÍAZ VALENCIA
AUTORIDADES DISTRITALES
Decide la Sala los recursos de apelación interpuestos por las partes contra la Sentencia de 24 de mayo de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico, que declaró probada la excepción de prescripción y accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda incoada por la señora Rosiris Díaz Valencia contra el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla y la Contraloría Distrital de Barranquilla.

LA DEMANDA

Estuvo encaminada a obtener la nulidad del Oficio No. SG-019-0399-10 de 14 de septiembre de 2010, proferido por el Secretario General de la Contraloría Distrital de Barranquilla, y el acto ficto producto del silencio de la administración respecto de la Petición radicada el 13 de septiembre de 2010 que negó a la demandante el reconocimiento y pago de la sanción derivada de la mora en la consignación de las cesantías.

Como consecuencia de lo anterior, solicitó condenar a las Entidades demandadas a reconocerle y pagarle la mora por la no consignación en tiempo de las cesantías correspondientes a los años 2004 a partir del 16 de febrero de 2005; del 2005, a partir de 16 de febrero de 2006; y del 2006, a partir de 16 de febrero de 2007, fechas en las cuales debieron ser consignadas oportunamente, y hasta el 12 de mayo de 2010 fecha efectiva del pago. Igualmente la actualización de los valores de acuerdo al IPC con sus respectivos intereses.
Para fundamentar sus pretensiones expuso los siguientes HECHOS:

La demandante labora en la Contraloría Distrital de Barranquilla, en el cargo de Asesor, Código 105, Grado 02, nombrada mediante Resolución No. 0066 de 28 de enero de 2004.

A la señora Rosiris Díaz Valencia, le fue cancelada tardíamente el auxilio de cesantías causado en los años 2004, 2005 y 2006, pues fue solo hasta el 12 de mayo de 2010 que le fueron consignadas en el Fondo Administrador de Cesantías al cual estaba afiliada.
El Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, es solidariamente responsable del pago de la sanción y de los derechos que se reclaman, pues los recursos de la Contraloría Distrital de Barranquilla provienen del Distrito.

El 13 de septiembre de 2010, la demandante radicó ante la Contraloría de Barranquilla y la Alcaldía Distrital de esa ciudad, peticiones solicitando se le cancelara la sanción moratoria por la omisión del empleador de consignar el auxilio de cesantías de los años 2004, 2005 y 2006.

El Contralor Distrital de Barranquilla, mediante Oficio No. SG-019-0399-10 de 13 de septiembre de 2010, negó la solicitud elevada y el Alcalde del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla guardó silencio.

NORMAS VIOLADAS

Como disposiciones violadas, se citan las siguientes:

Constitución Política, artículos 13, 29, 53 y 209; Leyes 344 de 1996, artículo 13; y 50 de 1990, artículo 99 numeral 3; Decretos 1582 de 1998, artículo 1º; y 1063 de 1991, artículo 21 y s.s.; Código Contencioso Administrativo, artículos 85,137 a 139; y artículo 20 numeral 3 del Código de Procedimiento Civil. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Contraloría Distrital de Barranquilla.
La apoderada judicial de la Contraloría Distrital de Barranquilla al contestar la demanda propuso como excepción la falta de legitimación en la causa y se opuso a las pretensiones de la demanda con la siguiente argumentación (fls. 59 a 65):

La demandante anticipadamente reclama el derecho a la sanción moratoria derivada de la no consignación de las cesantías, configurándose la inexistencia de la obligación por cuanto éstas le fueron pagadas en el “mes de mayo del año en curso” (sic), por lo tanto el hecho se encuentra superado.

Para el momento de la presentación de la demanda, la petición solicitada depende de una  condición que a la fecha no ha ocurrido, como es la terminación de la relación laboral, pues para que el trabajador pueda exigir directamente los saldos de las cesantías que no fueron entregados al fondo, debe cumplirse la condición establecida por la Ley, esto es, que haya concluido el vínculo laboral entre el trabajador y el empleador; condición ésta que no ha sucedido, toda vez, que a la fecha la actora se encuentra laborando en la Contraloría Distrital de Barranquilla.
Frente a la subrogación de la obligación, con el Acuerdo No. 011 de 2006, emanado del Concejo Distrital de Barranquilla que creó el Fondo de Cuenta de Liquidaciones de la Personería, Contraloría y Sector Salud de Barranquilla cuyo objeto es finalizar su pasivo contabilizado y reconocido dentro de las obligaciones del precitado, quien debe responder por el mandamiento de pago es el Distrito Especial Industrial y Portuario de Barranquilla - Fondo Cuenta de Liquidaciones de la Contraloría Distrital de Barranquilla.
De otra parte, el artículo 3º de la Ley 1416 de 2010 estableció, “En desarrollo del fortalecimiento, garantía y salvaguarda del control fiscal territorial, las Entidades territoriales correspondientes, asumirán de manera directa y a cargo a su presupuesto el pago de las conciliaciones, condenas, indemnizaciones y cualquier otra forma de resolución de conflicto de las Contralorías, sin que esto afecte el límite de gastos del funcionamiento en la respectiva Contraloría Territorial”, por lo que, es el Distrito Industrial y Portuario de Barranquilla a quien le corresponde el pago de este tipo de obligaciones.

Del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla.

El apoderado judicial del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla propuso las excepciones de inexistencias de la obligación, cobro de lo no debido, prescripción, buena fe y se opuso a las pretensiones de la demanda (fls. 75 a 78):

La demandante solicitó el reconocimiento de las cesantías causadas en los años 2004, 2005 y 2006, a pesar de que transcurrieron más de 6 años sin que hiciera la reclamación administrativa, por lo que operó el fenómeno jurídico de la prescripción. El 13 de septiembre de 2010 la actora impetró una reclamación administrativa donde pretendió revivir los términos de una acción que se encuentra “caduca y prescrita”.

Igualmente la demanda no debe prosperar en contra del Distrito de Barranquilla, ya que la actora se vinculó a la Contraloría Distrital de Barranquilla, que como Entidad autónoma recibe transferencias equivalentes a 1/12 del presupuesto que tenga asignado el ente de control para cada vigencia fiscal, por lo que debe realizar los pagos periódicamente para que atienda de manera oportuna cada obligación que deba cubrir.

El artículo 110 del Decreto No. 111 de 1996 establece la autonomía presupuestal que se expresa en la capacidad de contratar y comprometer a nombre de la persona jurídica de la cual hacen parte, y ordenar el gasto en desarrollo de las apropiaciones incorporadas en la respectiva sección.

Existen Sentencias de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en las que se exonera de responsabilidad al Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, debido a que la Contraloría Distrital cuenta con autonomía administrativa y presupuestal, como lo establece el artículo 268 de la Constitución Política.

La Administración Distrital de Barranquilla no tiene obligación de reconocer las prestaciones sociales adeudadas porque la demandante no es empleada del Distrito, pues no hace parte de la nómina de la Alcaldía, sino de la Contraloría Distrital.

Frente a la excepción de inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido, consideró que el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla no tiene obligación alguna de reconocer ni cancelar a la demandante la sanción que reclama, toda vez que no hace parte de la nómina de la Alcaldía Distrital y según las pruebas que obran en el expediente, es empleada de la Contraloría Distrital de Barranquilla, Entidad a la que tiene que reclamarle, pues ésta recibe por disposición legal unas transferencias equivalentes a 1/12 del presupuesto asignado a la administración central.
Así  mismo solicitó declarar probada la excepción de prescripción para todos aquellos derechos cuya exigibilidad tenga el tiempo requerido, en razón a que desde la ocurrencia de los hechos y la fecha de la reclamación transcurrieron más de tres (3) años.

Finalmente consideró que la buena fe se presume en todas las actividades administrativas, toda vez que el Distrito de Barranquilla está encaminado al buen servicio de la sociedad y los ciudadanos.

LA SENTENCIA
El Tribunal Administrativo del Atlántico, mediante Sentencia de 24 de mayo de 2012, declaró probada la excepción de prescripción y accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda con la siguiente argumentación (fls. 197 a 218):

A la Contraloría Distrital se le atribuyen funciones de control administrativo, y a pesar de poseer autonomía administrativa y presupuestal de acuerdo con el artículo 66 de la Ley 42 de 1993, no tiene el carácter de persona jurídica del orden distrital para efectos de comparecer a un juicio en defensa de la legalidad de sus propios actos.

La actora ingresó a prestar servicios en la Contraloría Distrital de Barranquilla el 2 de febrero de 2004, por tanto se le debió aplicar el régimen anualizado de cesantías.

Dentro del plenario se probó que la Entidad le consignó las cesantías correspondientes a los años 2004, 2005 y 2006, el 12 de mayo de 2010, por lo que se puede establecer que se dan los presupuestos legales para acceder al pago de la sanción establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, aplicable a los servidores territoriales por disposición de la Ley 344 de 1996 y del Decreto 1582 de 1998.

Para el efecto, y teniendo en cuenta que entre la Entidad y la actora continúa el vínculo laboral, se tomarán los salarios devengados en los respectivos años, los cuales deberán liquidarse de manera independiente.

El término de prescripción de la sanción moratoria por el no pago oportuno de las cesantías se debe contabilizar tres (3) años atrás de la presentación de la reclamación ante la respectiva Entidad, que para el asunto, fue el 13 de septiembre de 2010, por tanto, los valores causados con anterioridad al 13 de septiembre de 2007, se encontrarían prescritos. 

Como la relación laboral de la señora Rosiris Días Valencia y la Contraloría Distrital de Barranquilla no ha finalizado, se tomaran los salarios devengados en los años 2004, 2005 y 2006, debiendo liquidarse de manera independiente; pago que se efectuará desde el 16 de febrero de 2005, conforme al salario diario de $87.571, por el no pago oportuno de las cesantías generadas en el año 2004. Así mismo, pagar el valor de $92.387,4 desde el 16 de febrero de 2006, por la cesantía que se dejó de pagar en el año 2005; y $96.082,9, desde el 16 de febrero de 2007 fecha en la que se debió consignar el auxilio de cesantías, hasta el 12 de mayo de 2010 fecha en la que le fueron efectivamente consignadas. Sin embargo, en este período deberán declararse prescritos los valores causados con anterioridad al 13 de septiembre de 2007, teniendo en cuenta que la petición fue presentada el 13 de septiembre de 2010.
El A quo, guardó silencio sobre el acto ficto producto del silencio de la administración respecto de la petición radicada el 13 de septiembre de 2010.
Finalmente, condenó al Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, en forma exclusiva de conformidad a lo preceptuado en el artículo 3º de la Ley 1416 de 2010.
LOS RECURSOS

1. De la parte demandante
La demandante mediante apoderado interpuso recurso de apelación  con el fin de que se revoque el artículo séptimo de la parte resolutiva de la Sentencia apelada frente a la prescripción de la sanción moratoria que se deriva de la no consignación de las cesantías de los años 2004, 2005 y 2006 causadas con anterioridad al 13 de septiembre de 2007 y parcialmente los artículos primero y tercero, teniendo en cuenta la siguiente argumentación (fls. 226 a 232): 

Actualmente existe una relación laboral entre la actora y la Contraloría Distrital de Barranquilla, frente a lo cual, la Corte Suprema de Justicia en Providencia de 24 de agosto de 2010, con ponencia del Dr. Luis Javier Osorio López, en el proceso radicado No. 34393, aclaró en el numeral 3º que el auxilio de cesantías que no fue consignado en la oportunidad prevista en la Ley, esto es, antes del 15 de febrero del siguiente año, no se encuentra afectado por el fenómeno jurídico de la prescripción, mientras esté vigente la relación laboral, así la ley disponga que su liquidación es anual, habida cuenta que la prescripción debe contabilizarse desde el momento de la terminación del contrato de trabajo, fecha en la que se causa o hace exigible tal prestación social, en los términos del artículo 249 del C.S.T.(…).
El auxilio de cesantías que corresponde a la actora es el perteneciente al régimen anualizado, por lo que el Contralor Distrital de Barranquilla debía realizar la consignación de esta prestación hasta el 14 de febrero de 2005; a partir del 15 de febrero de 2005 empieza a correr la mora en el pago, la cual corresponde a un día de salario por cada día de mora que se debe contabilizar hasta la fecha en que se haga efectiva la consignación que para el presente caso, la sanción deberá tenerse en cuenta desde el 15 de febrero de 2005 hasta el 12 de mayo de 2010 que es la fecha en que aparece probado y demostrado que la Entidad consignó el auxilio, formula matemática que de igual manera se debe aplicar para los años 2006 y 2007.
No hay prescripción, ya que, la actora se encuentra vinculada laboralmente con la Contraloría Distrital de Barranquilla.

2. Del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla.

El apoderado del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, interpuso recurso de apelación argumentando lo siguiente (fls. 262 a 265):

El precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional acerca de la inexequibilidad del artículo 3º de la Ley 1416 de 2010 nos da la razón en cuanto, las Entidades territoriales no pueden asumir de manera directa y con cargo a su presupuesto el pago de las condenas, indemnizaciones y cualquier otra forma de resolución de conflictos de las Contralorías, dado que al ser declarado inexequible la anterior disposición, éstas deberán asumir de manera directa y con cargo a su presupuesto el pago de las condenas, conciliaciones y cualquier forma de resolución de conflictos.
La Corte consideró en su momento que dicha disposición desconocía abiertamente la autonomía territorial como quiera que al asignar a las Entidades territoriales el pago de las condenas de las Contralorías aumentaba los costos de la administración territorial que no dependían de la decisión tomada en materia presupuestal.
Las acciones que emanan de los derechos consagrados en el Decreto No. 3135 de 1968, prescriben en tres (3) años contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. A la demandante se le aplicó el Decreto No. 1582 de 1998, toda vez que se vinculó el 2 de febrero de 2004 y esa normativa entró en vigencia el 10 de agosto de 1998, habiendo presentado reclamación el 13 de septiembre de 2010 y realizada la consignación de las cesantías de 2004, 2005 y 2006 el 12 de mayo de 2010, por lo que se ha superado los tres (3) años de la prescripción señalada en el artículo 41 del Decreto No. 3135 de 1968.
El fallador de instancia no hizo un estudio minucioso del material probatorio, no debatió el tema de la solidaridad del Distrito, ni la prescripción de la acción, pues ante el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional en el que se declaró inexequible el artículo 3 de la Ley 1416 de 2010, la Contraloría Distrital como ente territorial debe asumir la presente condena de conformidad con los artículos 65 y 66 de la Ley 42 de 1993, pues es un ente de control fiscal dotado de autonomía administrativa, presupuestal y contractual, siendo un órgano independiente del Distrito de Barranquilla.
CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Procurador Segundo Delegado ante esta Corporación profirió Concepto, en el que solicitó confirmar parcialmente la Decisión de Primera Instancia, modificando el artículo tercero y revocando el artículo sexto, argumentando lo siguiente (fls. 308 a 313 vto):

La actora está vinculada con la Contraloría Distrital de Barranquilla desde febrero de 2004, radicó ante la Entidad el 13 de septiembre de 2010 solicitud del pago de la sanción por la no consignación del auxilio de cesantías de las anualidades 2004, 2005 y 2006, petición que fue resuelta negativamente mediante el Oficio No. SG-019-0399-10 de 13 de septiembre de 2010. De la misma forma, el 13 de septiembre de 2010 elevó solicitud ante el Alcalde Distrital de Barranquilla, petición que no ha sido resuelta.
El 12 de mayo de 2010, el Contralor Distrital de Barranquilla acreditó pago por consignación de las cesantías correspondientes a los períodos 2004, 2005 y 2006, razón por la cual le asiste razón a la actora, pues no solo se le desconoció un derecho sino que se vulneraron los principios constitucionales de eficacia y celeridad que deben orientar las actuaciones de los funcionarios administrativos.
Es evidente que a partir del 16 de febrero de 2005, fecha en la cual debieron ser consignadas oportunamente las cesantías causadas en el año 2004 y así sucesivamente para los años siguientes, se presenta una mora hasta el 12 de mayo de 2010, fecha en la que fueron consignadas.
En el presente caso, la actora se acogió al nuevo régimen de liquidación de cesantías, de tal forma que la liquidación anual y la sanción moratoria por la no consignación, se sujeta a los términos de prescripción, sin que tenga que ver la vinculación vigente de la trabajadora, pues esa sanción se contabiliza a partir de la firmeza del acto, sin eximir a la administración del pago de la sanción moratoria.
Consideró que el artículo tercero de la providencia apelada debe ser modificado en el sentido de que se condene a la Contraloría Distrital de Barranquilla, dado que el Distrito Especial y Portuario de Barranquilla no puede asumir de manera directa y con cargo a su presupuesto el pago de la condena, ello en virtud a lo preceptuado en la Sentencia C- 643 de 23 de agosto de 2012, que declaró inexequible el artículo 3 de la Ley 1416 de 2010.

El A quo, guardó silencio respecto del acto ficto producto del silencio administrativo de la Alcaldía Distrital de Barranquilla, frente a la petición radicada el 13 de septiembre de 2010 por la actora.

Como no se observa causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir previas las siguientes

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

Consiste en decidir si la actora tiene derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria prevista en el numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, causada durante los años 2004, 2005 y 2006.

ACTOS ACUSADOS

· Acto ficto producto del silencio de la administración respecto de la petición de 13 de septiembre de 2010, radicada en la Alcaldía Distrital de Barranquilla, que negó a la demandante el reconocimiento y pago de la sanción derivada de la mora en la consignación de las cesantías (fl. 17).

· Oficio No. SG-019-0399-10 de 14 de septiembre de 2010, proferido por el Secretario General de la Contraloría Distrital de Barranquilla, que negó el reconocimiento de la sanción moratoria por la no cancelación de las cesantías causadas durante las vigencias 2004, 2005 y 2006 (fls. 18).

DE LO PROBADO EN EL PROCESO

· El 25 de mayo de 2010 el Secretario General de la Contraloría Distrital de Barranquilla certificó que la demandante labora al servicio de esa Entidad como Asesor Cód. 105 Grado 02, vinculada mediante Resolución No. 0066 de 28 de enero de 2004, con una asignación mensual de $3.479.500, iniciando labores el 2 de febrero de 2004 (fl. 15).

· El 13 de septiembre de 2010, la actora solicitó al Contralor Distrital de Barranquilla y al Alcalde Distrital de esa ciudad, el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por la no consignación en tiempo de las cesantías correspondientes a los años 2004, 2005 y 2006, conforme a lo señalado en la Ley 344 de 1996. (fls. 16 y 17).

· Mediante Oficio SG-019-0399-10 de 14 de septiembre de 2010, el Secretario General de la Contraloría Distrital de Barranquilla le negó a la demandante el pago de la mencionada indemnización, por considerar que su petición no era procedente en la instancia solicitada (fl. 18).

· El Alcalde Distrital de Barranquilla, guardó silencio frente a la petición presentada por la actora, el 13 de septiembre de 2010. 

· El 10 de agosto de 2010 el Secretario General de la Contraloría Distrital de Barranquilla certificó que a la demandante se le liquidaron y cancelaron las cesantías y los intereses de las cesantías de las anualidades 2004, 2005 y 2006, así (fl. 19):
	AÑO
	VALOR

	2004
	$2.567.634

	2005
	$3.353.045

	2006
	$3.487.167

	Intereses Cesantías
	$1.128.942


· El Secretario General de la Contraloría Distrital de Barranquilla, mediante Comprobante de Egreso No. 10006064 de 12 de mayo de 2010 demostró que las cesantías causadas en los años 2004, 2005 y 2006 fueron consignadas en Colfondos  por la Fiduciaria la Previsora (fls. 91 y 92).

· Por medio de Acta No. 02 de 9 de enero de 2008, Sesión Ordinaria del Concejo Distrital de Barranquilla, se hizo toma de juramento al Contralor Distrital, para la vigencia 2008 - 2011 (fl. 35 a 58).

· El 13 de octubre de 2011 el Secretario General de la Contraloría Distrital de Barranquilla, certificó los salarios devengados por la actora para los años 2004 a 2011 (fl. 88).
ANÁLISIS DE LA SALA

Normatividad Aplicable 

La Ley 6ª de 1945 respecto al antiguo Régimen de Cesantías de los empleados públicos, en la Sección Tercera “De las prestaciones sociales”, artículo 17 dispone:
“Los empleados y obreros nacionales de carácter permanente gozarán de las siguientes prestaciones:

a) Auxilio de cesantía a razón de un mes de sueldo o jornal por cada año de servicios. Para la liquidación de este auxilio solamente se tendrá en cuenta el tiempo de servicios prestado con posterioridad al primero de enero de 1942. (…)”.

Por su parte, la Ley 65 de 1946, por la cual se modifican las disposiciones sobre cesantías y jubilación, en el artículo primero prevé:
“Los asalariados de carácter permanente, al servicio de la Nación en cualquiera de las ramas del Poder Público, hállanse o no escalafonados en la Carrera Administrativa, tendrán derecho al Auxilio de Cesantía por todo el tiempo trabajado continua o discontinuamente, a partir del 1º de enero de 1942 en adelante, cualquiera que sea la causa del retiro.”

El artículo primero del Decreto 1160 de 1947 establece:

“Los empleados y obreros al servicio de la nación en cualquiera de las ramas del poder público, hállanse o no escalafonados en la carrera administrativa, tienen derecho a un mes de sueldo por cada año de servicios continuos o discontinuos, y proporcionalmente por fracciones de año, cualquiera que sea la causa de su retiro a partir del 1º de enero de 1942.

Artículo 2°. Lo dispuesto en el artículo anterior se extiende a los trabajadores de los departamentos, intendencias, comisarías y municipios teniendo en cuenta respecto de éstos lo dispuesto en el Decreto 2767 de 1945.

(...)

Artículo 6°. De conformidad con lo dispuesto por el Decreto número 2567, de 31 de agosto de 1946, para liquidar el auxilio de cesantía a que tengan derecho los asalariados nacionales, departamentales, intendenciales, comisariales, municipales y particulares, se tomará como base el último sueldo o jornal devengado, a menos que el sueldo o jornal haya tenido modificaciones en los tres (3) últimos meses, en cuyo caso la liquidación se hará por el promedio de lo devengado en los últimos doce (12) meses o en todo el tiempo de servicio, si este fuere menor de doce (12) meses.

 

PARÁGRAFO 1o. Además, el cómputo se hará teniendo en cuenta no solo el salario fijo, sino todo lo que reciba el trabajador a cualquier otro título y que implique directa o indirectamente retribución ordinaria y permanente de servicios, tales como las primas, sobresueldos y bonificaciones, pero no las sumas que ocasionalmente se den por mera liberalidad del patrono. (…)” (Se resalta)

Entretanto, el artículo 13 del mismo Decreto 1160 de 1947, prevé lo siguiente:

“Las disposiciones del presente Decreto, tanto en lo que se refiere a los trabajadores del servicio oficial como a los de las empresas particulares, sólo le serán aplicables mientras no existan normas legales de carácter especial, o estipulaciones contractuales, que les concedan derechos más amplios o que regulen su situación jurídica en lo referente al auxilio de cesantía de una manera más favorable.” (Subraya la Sala)

Sobre la normativa antes descrita, el Consejo de Estado ha manifestado:
“Las normas antes referidas tuvieron aplicación inicial  para el sector público en los órdenes nacional, seccional y local. Además, contemplaron para efectos de su liquidación tener en cuenta el último salario fijo devengado - a menos que hubiere tenido variación en los tres últimos meses- y todo lo recibido por el trabajador a cualquier otro título y que implique directa o indirectamente retribución ordinaria y permanente de servicios. La preceptiva jurídica no contemplaba hasta este momento pago alguno por concepto de intereses. (Negrillas)

Para concluir la primera parte, el régimen de cesantías tenía carácter retroactivo y, en tal virtud, se tenía en cuenta el último sueldo devengado por el servidor público para efectos de liquidar la prestación por todo el tiempo de servicios, lo que conllevaba a que el pago efectuado siempre fuera actualizado. (…)”

En cuanto al procedimiento que debe surtir la Administración para la liquidación del auxilio de cesantía, la Ley 244 de 1995 establece: 
“ARTÍCULO 1°. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud de liquidación de las Cesantías Definitivas, por parte de los servidores públicos de todos los órdenes, la Entidad patronal deberá expedir la Resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la Ley. 

PARÁGRAFO. En caso de que la Entidad observe que la solicitud está incompleta, deberá informárselo al peticionario dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al recibo de la solicitud, señalándole expresamente qué requisitos le hacen falta anexar. 

Una vez aportados los requisitos faltantes, la solicitud deberá ser resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este artículo. (Resalta la Sala)

Una vez proferida la Resolución de liquidación de la cesantía, el artículo 2° ibídem, establece que el pago se efectuará dentro del siguiente término legal:

“ARTÍCULO 2°. La Entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la fecha de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las Cesantías Definitivas del servidor público, para cancelar esta prestación social.”

Luego, el artículo 2° de la Ley 244 de 1995, prevé la sanción moratoria en el pago de la cesantía, en caso de incumplirse los términos legales,  con el siguiente tenor literal:
“PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías de los servidores públicos, la Entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la Entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a éste.” (Negrillas) 

Sobre el particular, la Sala Plena del Consejo de Estado, dejó en claro a partir de qué fecha se debe comenzar a contabilizar la moratoria por el pago tardío del auxilio de cesantía, en los siguientes términos: 

“(…) Cuando la Administración resuelve el requerimiento del servidor público sobre la liquidación de sus cesantías en forma tardía buscando impedir la efectividad conminatoria de la sanción de que trata el artículo 2 de la Ley 244 de 1995, el tiempo a partir del cual comienza a correr el término para que se genere la indemnización moratoria debe contarse desde la fecha en la cual el interesado radicó la petición de reconocimiento y pago de las cesantías definitivas, es decir, quince (15) días hábiles que tiene la Entidad para expedir la resolución, más cinco (5) días hábiles que corresponden a  la ejecutoria, en el evento de que la resolución de reconocimiento hubiere sido expedida, con la salvedad a que alude el mismo precepto, más cuarenta y cinco (45) días hábiles a partir del día en que quedó en firme la resolución, para un total de 65 días hábiles, transcurridos los cuales se causará la sanción moratoria.     

 (…)

En suma, es el vencimiento de los cuarenta y cinco (45) días hábiles siguientes a la fecha en la cual queda en firme el acto por el cual se reconocen las cesantías definitivas y no la fecha de reclamación de las mismas o, en este caso, la de la solicitud de reliquidación, el hito que debe servir de punto de partida para contar el número de días a efectos de determinar el monto de la indemnización moratoria.  (…)”
  

La anterior normativa prevé los términos legales con que cuenta la Administración para la liquidación y pago de las cesantías, imponiendo una sanción moratoria por su incumplimiento; dicho articulado reitera que tanto los términos para el pago de la prestación como los de la contabilización de la sanción moratoria son aplicables cuando se solicita la liquidación definitiva del auxilio de cesantía.

Por su parte, el Decreto 1582 de 1998, reglamentario del artículo 13 de la Ley 344 de 1996, previó en relación con los servidores públicos del nivel territorial, que:

“Artículo 1º.- El Régimen de liquidación y pago de las cesantías de los servidores públicos del nivel territorial y vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a los fondos privados de cesantías, será el previsto en los artículos 99, 102, 104 y demás normas concordantes de la Ley 50 de 1990; y el de los servidores públicos del mismo nivel que se afilien al Fondo Nacional de Ahorro será el establecido en el artículo 5 y demás normas pertinentes de la Ley 432 de 1998. 

Parágrafo.- Cuando los servidores públicos del nivel territorial con régimen de retroactividad se afilien al Fondo Nacional de Ahorro, los aportes al mismo se realizarán por la respectiva Entidad en la forma prevista en el artículo 6 de la Ley 432 de 1998.

Artículo 3º.- En el caso de servidores públicos vinculados con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 344 de 1996, con régimen de retroactividad, que decidan acogerse al régimen de cesantía de dicha ley, se procederá de la siguiente forma:

a) La Entidad pública realizará la liquidación definitiva de las cesantías a la fecha de la solicitud de traslado;

b) La Entidad pública entregará el valor de la liquidación a la administradora seleccionada por el trabajador;

c) En lugar de entregar dicha suma de dinero, las Entidades territoriales podrán emitir a favor de cada uno de los servidores públicos que se acojan a este régimen, un título de deuda pública por el valor de la liquidación de las cesantías, con las características que se señalan más adelante, previo el cumplimiento de los trámites legales necesarios para su expedición.” (Se Destaca)

La sanción moratoria para el régimen de cesantías por anualidad está contemplada en el ordinal 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, así: 

“El nuevo régimen especial del auxilio de cesantía, tendrá las siguientes características: 

3. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo elija. El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada día de retardo.” 

De la normativa transcrita anteriormente se puede concluir lo siguiente:

1. Los empleados públicos nacionales y territoriales tienen derecho al reconocimiento y pago de un mes de salario por cada año de servicios continuos o discontinuos y proporcionalmente por fracción, liquidados con base en el último salario devengado por el servidor público. A este sistema se denominó Régimen Retroactivo de Cesantías.
2. Dentro de los 15 días hábiles siguientes a la solicitud de liquidación de las Cesantías definitivas por parte del empleado, la Entidad patronal deberá expedir la liquidación.  Una vez en firme la Administración contará con 45 días hábiles para el pago.

3. Luego del anterior término más 5 días de la notificación, comenzará a contar la sanción moratoria por el retraso en el pago, correspondiente a un día de salario por cada día de retardo.

4. El artículo 13 de la Ley 344 de 1996 previó que a partir de su publicación las personas que se vinculen a los Órganos y Entidades del Estado tendrán derecho al Régimen anualizado de Cesantías, esto es, que el 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación de la prestación y el valor liquidado se consignará antes de 15 de febrero del año subsiguiente en la cuenta individual del trabajador; el empleador que incumpla el plazo pagará un día de salario por cada día de retardo.
5. El Decreto 1582 de 1998, reglamentario del artículo 13 de la Ley 344 de 1996 previó en relación con los servidores territoriales vinculados a partir de 31 de diciembre de 1996 que se afilien a los Fondos Privados de Cesantías que su régimen será el previsto en los artículos 99, 102, 104 y demás concordantes con la Ley 50 de 1990, y los que se afilien al Fondo Nacional del Ahorro será el establecido en la Ley 432 de 1998.
6. Los servidores territoriales vinculados con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 344 de 1996 y decidan acogerse al régimen anualizado, solicitarán el traslado a la Entidad quien liquidará y entregará la prestación al Fondo Privado, contando con la posibilidad de emitir títulos de deuda pública para el pago de la deuda.

De la prescripción

A efectos de agotar la vía gubernativa, el 13 de setiembre de 2010 (fls. 16 a 17) la demandante mediante derechos de petición solicitó al Contralor Distrital y al Alcalde Distrital de Barranquilla, el reconocimiento de la sanción moratoria por no consignar oportunamente sus cesantías.

Las solicitudes anteriores fueron resueltas mediante el Oficio SG-019-0399-10 de 14 de septiembre de 2010 (fl. 18), proferido por el Secretario General de la Contraloría Distrital, y mediante acto ficto negativo como consecuencia del silencio administrativo del Alcalde Distrital de Barranquilla, mediante los cuales se negó la solicitud de reconocimiento y pago de la sanción moratoria.

La prescripción de derechos del régimen prestacional de los empleados públicos y trabajadores oficiales se encuentra regulado en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, el cual establece lo siguiente:

“Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto prescribirán en tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. 

El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual.”.

Por su parte el Decreto No. 1848 de 1969 reglamentó el Decreto transcrito anteriormente, y dispuso la integración de la Seguridad Social entre el sector privado y público, y en el artículo 102 dispuso:

“PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES. 1. Las acciones que emanan de los derechos consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y en este Decreto, prescriben en tres (3) años, contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho exigible. 

2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la entidad o empresa obligada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual.” (Se destaca).

Argumentos de los Recursos
Ahora bien, en el recurso de apelación, la demandante señaló que para el asunto, no es posible encontrar un referente para contabilizar el término de prescripción, ya que la relación laboral con la Contraloría Distrital de Barranquilla se encuentra  vigente.
Por su parte la Alcaldía del Distrito Especial, Industrial y Portuario deiordencia de 9 de mayo de 2013, con ponencia del Dr. aborales no incluidos en el arterior ealicen las obras necesa Barranquilla, mediante apoderado judicial solicita que la condena sea  asumida por la Contraloría Distrital de esa ciudad, toda vez que es un ente de control fiscal dotado de autonomía administrativa y presupuestal siendo independiente del Distrito de Barranquilla.

Con el fin de desatar el presente asunto, es del caso traer a colación la Sentencia de 9 de mayo de 2013, con ponencia del Dr. Gerardo Arenas Monsalve, radicado No. 1219-2012, en la cual al referirse al tema de la prescripción, cuando la relación laboral continua vigente, indicó:

“(…)

Respecto a la prescripción de la sanción moratoria establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, esta Sección ha dicho que si bien las obligación de consignar en el Fondo el auxilio de cesantía surge para el empleador antes del 15 de febrero de cada año, la posibilidad de demandar nace desde el momento en que la administración, al retiro del servidor no hace entrega de la suma correspondiente a este concepto, es decir omite el cumplimiento de su obligación
. 

(…) la Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral
 al analizar el término desde que puede contabilizarse la prescripción de la sanción moratoria establecida en la Ley 50 de 1990 señaló:

“De la prescripción de la cesantía. …En efecto, el auxilio de cesantía es una prestación social y cualquiera que sea su objetivo o filosofía, su denominador común es el de que el trabajador solo puede disponer libremente de su importe cuando se termina el contrato de trabajo que lo liga con su empleador. Pues durante la vigencia de su vínculo, no puede acceder al mismo sino en casos especiales que están regulados por la ley, en los cuales se ejerce una de las tantas tutelas jurídicas a favor del subordinado, que procura que sea correcta la destinación de los pagos que por anticipos parciales de cesantía recibe como parte del fruto de su trabajo, acorde con las preceptivas de los artículos 249, 254, 255 y 256 del C. S. del T., 102 ordinales 2 - 3 y 104 inciso último de la Ley 50 de 1990, y artículo 4° de la Ley 1064 de 2006.

(…)
El artículo 99 de la citada Ley 50 de 1990, contiene seis (6) numerales, de los cuales importan al presente asunto los cuatro (4) primeros, que analizados integralmente y aún uno por uno, nos llevan a la conclusión de que la prescripción del auxilio de cesantía de la forma regulada por el precepto en comento, empieza a contarse desde la terminación del contrato de trabajo y no antes.

(…)
El numeral 3° establece la obligación para el empleador de consignar en un fondo antes del 15 de febrero del año siguiente al de la liquidación, el monto del auxilio de cesantía correspondiente a la anualidad anterior o a la fracción de ésta. Si el empleador no efectúa la consignación, deberá pagar un día de salario por cada día de retardo.

(…)
El hecho de que al empleador renuente a la consignación, le implique el pago de un día de salario por cada día de retardo, no significa que el término de prescripción como modo de extinguir una obligación, empiece desde la fecha límite que tenía para consignar anualmente, pues no es eso lo que regula el artículo 99 de la ley 50 de 1990, sino otra cosa bien diferente y que atrás quedó consignado; pues de otro lado, tampoco debe olvidarse que dicha sanción solo va hasta la finalización del contrato de trabajo, por virtud de que en este momento la obligación de consignar se convierte en otra, cual es la de pagar directamente al trabajador los saldos adeudados por auxilio de cesantía, incluyendo los no consignados en el fondo, como reza el artículo 99 numeral 4° anotado, sin perjuicio de que la sanción por mora que de ahí en adelante se pueda imponer sea la prevista en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo 29 de la Ley 789 de 2002.

(…)

Lo expresado quiere decir, que mientras esté vigente el contrato de trabajo, no se puede hablar de prescripción de la cesantía como derecho social, lo cual se deduce de la interpretación sistemática tanto de los artículos 98 y 99 de la Ley 50 de 1990, como de los artículos 25, 53 y 58 de la Constitución Política; 254, 255 y 256 del C. S. del T., 1º del Decreto 2076 de 1967, 1° a 7 del Decreto 222 de 1978; 83 de la Ley 79 de 1988; 46 de Ley 9ª de 1989; 166 del D.L. 663 de 1993 y 1º, 2º y 3º del D.R. 2795 de 1991.

(…)”.

De acuerdo con lo anterior, se tiene que  la señora Rosiris Díaz Valencia, se encuentra  vinculada a la Contraloría Distrital de Barranquilla, y que al momento de la reclamación se encontraba vigente la relación laboral entre ella y dicha Entidad de conformidad con las certificaciones de 25 de mayo de 2010 y 13 de octubre de 2011, expedidas por el Secretario General de la Contraloría Distrital de Barranquilla (fls. 15 y 88).
Que la consignación correspondiente al concepto de cesantías anualizadas de los año 2004, 2005 y 2006 fue hecha al Fondo privado al que se encontraba afiliada la demandante, CITI-COLFONDOS, el 12 de mayo de 2010,  hecho que permite determinar el monto adeudado por concepto de sanción moratoria a razón de un día de salario por cada día de retardo en la consignación desde el 16 de febrero de 2005, por haberse vencido el plazo de la consignación de las cesantías del año 2004; desde el 16 de febrero de 2006, por no haberse consignado oportunamente las cesantías correspondientes al año 2005 y desde el 16 de febrero de 2007 fecha en que debió consignarse las cesantías del año 2006 y hasta el 12 de mayo de 2010 día en el que se acreditó el pago.
Del pronunciamiento que esta Corporación hiciere sobre el tema y de las pruebas aportadas al plenario, se puede establecer que mientras esté vigente el vínculo laboral, no se puede hablar de prescripción de la cesantía, toda vez que de conformidad con los artículos 98 y 99 de la Ley 50 de 1990, en concordancia con los artículos 25, 53 y 58 de la Constitución Política, para efectos de contabilizarse el término de la prescripción de la sanción moratoria, se debe tener como inició del conteo, el momento de la terminación de la vinculación laboral, que es cuando verdaderamente se causa o hace exigible tal prestación social que para el presente caso no ha sucedido, dado que la relación laboral de la demandante con la Contraloría de Barranquilla se encuentra vigente.
Por lo tanto, le asiste razón a la demandante al reconocimiento de la sanción moratoria dispuesta en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, como quiera que la relación laboral con la Contraloría Distrital de Barranquilla se encuentra vigente, tal como lo señala el Secretario General de la Entidad en las Certificaciones de 25 de mayo de 2010 y 13 de octubre de 2011
; así mismo de las pruebas allegadas al proceso se pudo establecer que la consignación del valor de las cesantías de los períodos correspondientes a los años 2004, 2005 y 2006 no se efectuó antes del 15 de febrero del año siguiente a su causación, pues las mismas sólo se consignaron el 12 de mayo de 2010, tal como lo certificó la Entidad el 10 de agosto de 2010 y el comprobante de Egreso de 12 de mayo de la misma anualidad.

Del Pago de la Condena

La Entidad demandada – Distrito, Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla en el recurso de apelación alega que quien debe cancelar el monto ordenado, es la Contraloría Distrital de Barranquilla.

Al respecto la Sala manifiesta que las Contralorías Distritales y Municipales son Entidades de carácter técnico, dotadas de autonomía administrativa y presupuestal, que en ningún caso podrán realizar funciones administrativas distintas a las inherentes a su propia organización.

En tal sentido la Ley 136 de 1994, mediante la cual se dictaron normas tendientes a modernizar la organización y funcionamiento de los Municipios, estableció en el Capítulo 10 lo referente al Control Fiscal ejercido por las Contralorías Municipales y Distritales, y determinó que los Municipios o Distritos son quienes financian el funcionamiento del ente de control fiscal.

Por su parte la Ley 42 de 1993 estableció que las Contralorías Departamentales, Distritales y Municipales realizan la vigilancia de la gestión fiscal en su jurisdicción de acuerdo a los principios, sistemas y procedimientos establecidos en la misma norma.

Les corresponde a las Asambleas Departamentales y a los Concejos Distritales y Municipales la organización y funcionamiento de las Contralorías que haya autorizado la Ley.

El artículo 66 de la citada norma determina que en desarrollo del artículo 272 de la Constitución Política, las Asambleas y Concejos Distritales y Municipales deberán dotar a las Contralorías de su jurisdicción, de autonomía presupuestal, administrativa, y contractual, de tal manera que les permita cumplir con sus funciones como Entidades técnicas.

Posteriormente la Ley 617 de 2000 estableció la financiación de gastos de funcionamiento de las Entidades territoriales, en tal sentido, los gastos de funcionamiento de las Entidades territoriales deben financiarse con sus ingresos corrientes de libre destinación, de tal manera que estos sean suficientes para atender sus obligaciones corrientes, provisionar el pasivo prestacional y pensional; y financiar, al menos parcialmente, la inversión pública autónoma de las mismas.
El artículo 10 de la Ley 617 de 2000 estableció el valor máximo de los gastos de las Contralorías Distritales y Municipales en el presupuesto global de las Entidades Territoriales.

El A quo condenó a pagar de manera directa y con cargo al presupuesto del Distrito de Barranquilla, sin que afecte el límite de gastos de funcionamiento de la Contraloría, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 3º de la Ley 1416 de 2010, el cual establece lo siguiente:

“En desarrollo del fortalecimiento, garantía y salvaguarda del control fiscal territorial, las Entidades territoriales correspondientes, asumirán de manera directa y con cargo a su presupuesto el pago de las conciliaciones, condenas, indemnizaciones y cualquier otra forma de resolución de conflictos de las Contralorías, sin que esto afecte el límite de gastos del funcionamiento en la respectiva Contraloría Territorial.”.

Sin embargo, observa la Sala, que esa norma fue proferida con posterioridad a los hechos del presente caso y además, fue declarada inexequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-643 de 2012, Magistrado Ponente Doctor Gabriel Eduardo Mendoza Martelo
 en el siguiente sentido:

“En el presente proceso, le correspondió a la Corte Constitucional resolver, si imponer a las Entidades territoriales el pago directo y con cargo a su presupuesto, de las conciliaciones, condenas e indemnizaciones y cualquier otra forma de resolución de conflictos de las contralorías, (i) vulnera el principio de igualdad (art. 13 C.P.) por asignar esta obligación únicamente a las Entidades territoriales en las que operen contralorías;(ii) si implica un desconocimiento de los principios de moralidad y eficiencia en el ejercicio de la función administrativa consagrados en el artículo 209 de la Constitución; y (iii) si desconoce la autonomía de las Entidades territoriales reconocida en el artículo 287 de la Carta Política.

En relación con el primer cargo, la Corte consideró que el trato legal diferenciado a los grupos de Entidades territoriales, según cuenten o no con contralorías propias y el distinto  impacto que se deriva de la aplicación de la norma demandada respecto de la disponibilidad de recurso presupuestal, tiene un fundamento en la propia Constitución Política (art. 272, incisos primero y segundo), que permite la existencia o no de contralorías territoriales en departamentos, municipios y distritos. Advirtió que el deber de las Entidades territoriales de asumir obligaciones derivadas de providencias judiciales y mecanismos de resolución de conflictos, previsto en la norma solo surge de la existencia o no de esas contralorías, ya que tales obligaciones se refieren precisamente a las condenas, conciliaciones e indemnizaciones en contra de esos órganos de control fiscal, de manera que de no existir éstos no habría obligaciones que asumir. Por este motivo, el cargo por la presunta vulneración del principio de igualdad no estaba llamado a prosperar.

No ocurrió lo mismo en cuanto al segundo cargo, toda vez que la Corporación encontró que la disposición acusada desconoce el artículo 209 de la Carta, al desestimular drásticamente la eficiencia en el manejo presupuestal y en la gestión administrativa de las contralorías y eventualmente,  la moralidad administrativa, en la medida en que los gastos que se generan de la actuación de estos órganos de control no serían pagados por éstos sino que impactarían directamente el presupuesto de los respectivos entes territoriales y con ello, la disponibilidad presupuestal en la cual se basa el plan sectorial de desarrollo que se afecta de manera importante, al cargarse esos emolumentos a las finanzas territoriales, poniendo en riesgo  el adelantamiento de dicho plan y el cumplimiento de las funciones a cargo de las Entidades que tienen mayor peso, pues afecta la ejecución de su presupuesto en desmedro de los objetivos, programas y planes de desarrollo sectorial.

Frente a la tensión entre el fortalecimiento del control fiscal que se busca con la medida legal y la efectividad de los principios de moralidad y eficiencia en el ejercicio de la función administrativa, así como el respeto por la autonomía territorial, la Corte consideró que había que darle prelación a la disponibilidad de recursos del municipio, privilegiando la utilización del presupuesto adoptado por decisión autónoma del ente territorial. Para la Corte, la disposición demandada lleva consigo la disminución del nivel de fuerza de la restricción presupuestal de las contralorías de las Entidades territoriales, pues espera que sus gastos sean cubiertos por otra Entidad, lo que favorece que no se esfuerce en desplegar la debida diligencia en la gestión administrativa a su cargo y por tanto, termine por afectar la eficiencia en el control fiscal, contrario a la finalidad que se busca por la ley.

Por último, la Corte encontró que la disposición acusada desconoce abiertamente la autonomía territorial, como quiera que al asignar a las Entidades territoriales el pago de las condenas, conciliaciones e indemnizaciones de las respetivas contralorías, deriva en un aumento de los costos de la administración territorial, que no dependen de la decisión tomada en materia presupuestal por las autoridades y órganos locales, en desarrollo de las atribuciones que les confieren los artículos 287, 300, 305, 313 y 315 de la Constitución Política. Es evidente que la ley interviene de manera directa en el autogobierno y autoadministración que la Constitución reconoce como uno de los atributos que configuran la autonomía territorial, en detrimento de su propia política presupuestal y la debida atención de los servicios y prioridades de cada ente territorial. Por lo expuesto, la Corte procedió a declarar la inexequibilidad del artículo 3º de la Ley 1416 de 2010.”.

Por lo anterior, en el presente caso la Contraloría Distrital de Barranquilla es la Entidad encargada de cancelar la condena impuesta, de acuerdo con los presupuestos que rigen la estructura Estatal, más aún teniendo en cuenta que no existe en el presente caso norma que obligue al Distrito de Barranquilla a asumir directamente las obligaciones emanadas de los vínculos laborales contraídos por la Contraloría Distrital.
En ese orden de ideas, es necesario modificar el numeral tercero de la sentencia apelada, pues el Tribunal condenó al Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla y quien debe asumir la condena impuesta es la Contraloría Distrital de Barranquilla. Revocar el numeral sexto de la providencia que exoneró a dicha Entidad de acuerdo con lo establecido en la parte motiva de esta providencia.
Así mismo, se revocará parcialmente el numeral 1 de la parte resolutiva de la sentencia apelada y en su lugar, se ordenará el reconocimiento  de la sanción moratoria por el retardo en la consignación del monto correspondiente al auxilio de cesantías de los años 2004, 2005 y 2006, desde el 16 de febrero del año siguiente al que debió ser consignadas oportunamente las cesantías, como quiera que el término para consignar oportunamente vencía el 15 de febrero siguiente al año causado; es decir que la sanción debe ser reconocida desde el 16 de febrero de 2005 al 12 de septiembre de 2010, fecha en la que se verificó la consignación en el Fondo, sin que sea procedente declarar la prescripción
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

F A L L A

CONFIRMASE parcialmente la Sentencia de 24 de mayo de 2012, mediante la cual el Tribunal Administrativo del Atlántico, accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda incoada por la señora Rosiris Díaz Valencia contra el distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla y a la Contraloría Distrital de Barranquilla.
REVÓQUESE el numeral primero de la Sentencia de 24 de mayo de 2012, mediante la cual se declaró probada la excepción de prescripción propuesta por las Entidades demandadas, y en su lugar,
DECLÁRASE no probada la excepción de prescripción y ORDÉNASE el reconocimiento y pago de la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 desde el 16 de febrero de 2005 hasta el 12 de septiembre de 2010 de conformidad con la parte motiva de esta providencia.
MODIFÍCASE el numeral tercero de la providencia apelada en el sentido de que la condena impuesta debe ser asumida por la Contraloría Distrital de Barranquilla y no por el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla de acuerdo con lo establecido en la parte motiva de esta providencia.
REVÓCASE el numeral Sexto de la providencia apelada, en cuanto se exoneró a la Contraloría Distrital de Barranquilla de asumir el pago de la condena, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
CONFIRMASE en los demás términos la sentencia apelada. 

Cópiese, notifíquese y devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase.

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en la presente sesión.
BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ            GERARDO ARENAS MONSALVE
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